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Resumen  

 

Para llegar a proponer la creación de un mecanismo administrativo aplicable a padres 

deudores alimentarios morosos en Colombia, con la finalidad de coadyuvar en la 

materialización del derecho alimentario de niños, niñas y adolescentes, fue necesario 

abordar en el presente ensayo, la institución de la familia como primera garante del 

derecho alimentario siguiendo con el estudio de los principios de solidaridad  e interés 

superior de éste derecho fundamental. Además se analizará el alcance de los actuales 

mecanismos judiciales y administrativo, éste  último creado por la ley 311 de 1996, que 

buscan garantizar ésta prestación. Harán parte de la valoración los informes estadísticos, 

relacionados con el tema de alimentos, suministrados por la Fiscalía, y el Consejo 

Superior de la Judicatura. La propuesta legal  y administrativa de este ensayo se 

soportará en las normas y doctrina nacional vigente, visibles en el marco legal del 

presente ensayo.    

 

Palabras Clave: Familia. Principio de solidaridad. Interés superior del niño. Deudor 

alimentario. Alimentos, Mecanismos legales.  

 

Abstract : To get to propose the creation of an administrative mechanism 

applicable to parents delinquent debtors food in Colombia with the purpose of 

assisting in the realization of the right food for children and adolescents, it was 

necessary to address in this essay, the institution of the family as the first 

guarantor of the right food according to the study of the principles of solidarity 

and best interests of this fundamental right. In addition we will analyze the scope 

of existing judicial and administrative mechanisms, the latter created by Law 311 

of 1996, which seek to ensure this provision. Assessment will be part of the 

statistical reports on the topic of food, supplied by the prosecution, and the 

Supreme Judicial Council. The legal and administrative proposal of this essay will 

be supported in the current national standards and doctrine, visible in the legal 

framework of this essay. 

 

 

Keywords: Family, Principle of solidarity, Interests of the child, Debtor food, Food, 

legal mechanisms  



 

Marco Teórico 

 

La fundamentación conceptual que sustenta el ensayo científico en desarrollo, aborda 

fundamentalmente tres componentes:  la contextualización del derecho alimentario  para 

niños, niñas y adolescentes en la relación paterno filial a la luz  de la doctrina y/o 

jurisprudencia nacional, valoración de los actuales mecanismos judiciales y 

administrativo que en Colombia se aplican para garantizar el derecho alimentario a los 

niños y adolescentes y por último, presentación de una propuesta relacionada con la 

aplicación de un mecanismo administrativo aplicable a los padres deudores alimentarios 

morosos  
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«Sostengo que cuanto más indefensa es una criatura, más derechos tiene a ser 

protegida por el hombre contra la crueldad del hombre». (Mahatma Gandhi). 

 

 

Introducción 

 

El presente ensayo hace parte del trabajo de investigación desarrollado por el programa 

académico de la Maestría en Derecho de Familia de la Universidad Autónoma de 

Bucaramanga. Surge de la imperiosa necesidad de coadyuvar en la solución del 

problema alimentario que padecen muchos niños en Colombia, quienes son cada vez 

más presa del desamparo de su derecho fundamental y constitucional de alimentos ,por 

parte de aquellos  padres que se sustraen, reiterada e injustificadamente de cumplir  con 

la prestación del sustento.  

En este ensayo se someten a estudio los diferentes mecanismos judiciales 

existentes en Colombia para garantizar el derecho fundamental de alimentos a niños, 

niñas y adolescentes a la luz del principio de solidaridad y del interés superior.  

A pesar de la existencia de estos  mecanismos judiciales que  buscan propender 

por el cumplimiento parental relativo a la prestación de la obligación alimentaria, se 

hace cada vez más evidente la ineficacia de los mecanismos actualmente vigentes, de tal 

suerte que no se garantiza el cumplimiento de la responsabilidad u obligación que tienen 

los padres para con sus hijos. El propósito de este ensayo es demostrar que los 

mecanismos judiciales legales existentes en Colombia para garantizar el derecho de 

alimentos a niños, niñas y adolescentes contraría el principio de solidaridad, el interés 

superior y vulnera el derecho fundamental alimentario. 

La estructura del trabajo está compuesta por cuatro  ejes. El primero está 

conformado por una precisión conceptual sobre la institución “familia” como célula 

básica de la sociedad y garante del derecho alimentario para niños, niñas y adolescentes; 

señalamiento del principio de solidaridad alimentaria, particularmente en lo que tiene 

que ver con la relación entre padres e hijos; el interés superior del niño y por último, se 

http://www.literato.es/autor/mahatma_gandhi/


tratará la teoría de los derechos fundamentales, contextualizada con el derecho 

alimentario en la relación paterno filial, a la luz de la doctrina y jurisprudencia 

nacionales y/o extranjeras. 

El segundo eje aborda los diferentes mecanismos judiciales  existentes en 

Colombia que permiten conminar a los padres deudores alimentarios a cumplir con  la 

prestación alimentaria debida a niños, niñas y adolescentes; a la luz de los principios y 

derecho fundamental ya mencionados.  Para la consulta se acudirá  a informes del DAS,  

a estudios estadísticos del Consejo Superior de la Judicatura y la Fiscalía General de la 

Nación,  con referencia al derecho alimentario. 

El tercer eje lo conforma el marco legal que soporta el presente  tema de ensayo, 

señalando como referentes: Se hará un peculiar énfasis a la ley 311 de 1996 mediante la 

cual se creó el registro nacional de protección familiar. La mención de jurisprudencia 

nacional de la corte constitucional; artículos de la Constitución Política de 1991 y  la 

normatividad nacional relativa. 

El eje  final, lo integran una  serie de recomendaciones para la creación de un 

mecanismo legal administrativo,  aplicable a padres deudores alimentarios morosos en 

Colombia.   

 

 



1. La Familia, Célula Básica de la Sociedad, Protectora de  Derechos 

 

 La concepción del concepto “familia” en razón a las  notas esenciales que la 

caracterizan como cuna de donde emana o tiene punto de origen las obligaciones  

jurídicas y morales entre sus integrantes. Ella  es por naturaleza fuente protectora de los 

derechos de sus miembros; no obstante,  de tener  relevancia en la construcción social.  

En este orden de ideas conviene aclarar a lo plasmado en la  vigente carta política, la 

cual le otorga  a la familia una consideración  especial, al reconocerla  como célula 

social, o núcleo fundamental de la sociedad. Nominación predicable a cualquier clase de 

familia Colombiana, independientemente de la forma como  ésta se constituya. 

Atendiendo a la consideración anterior Castillo Rugeles (2004), señala: “La constitución 

vigente, a diferencia de la de 1886, que apenas sí nombraba la familia en el artículo 23 

para decir que  “nadie  podrá ser molestado en su persona o familia (…) hace referencia 

expresa a ella en doce oportunidades para elevar a canon constitucional aspectos 

atinentes al matrimonio tanto civil como religioso (…), a los derechos del niño, del 

joven (…)”. Este acontecimiento coloca en otro punto de consideración a la familia 

piedra angular del constructo social. 

Así mismo Hauriou refiere  sobre el concepto institución: “Es una organización 

social (…) contiene una idea fundamental aceptada mayoritariamente por expresar 

intereses comunes a defender” (Hauriou, 2008), conforme a la acepción  familia es 

institución porque  es célula social primigenia de toda persona y  cumple   funciones 

entre otras como la de ser formadora  en principios y valores que construyen  identidad 

e integralidad en  cada uno de sus miembros. 

La familia como  célula social básica, “surge después que el individuo. Se centra 

en un lugar equidistante entre dos extremos, individuo y Estado, y con esa ubicación se 

erige en establecimiento o fundación de la sociedad para el desarrollo de los Estados y 

naciones civilizadas. Como célula social institución organizada y básica del Estado o de 

las naciones, es objeto del derecho y merece su protección. Y ese derecho que la protege 

tutela una serie de intereses jurídicos: la vida, integridad personal, el orden económico 

(…) siendo sus  titulares las personas naturales que la componen” (Morales Acacio, 

2003).  

Como se advierte, la familia constituye el escenario natural de todo individuo, su 

comunidad doméstica, conformada por cónyuges o compañeros permanentes, padres, 

hijos, hermanos unidos entre sí, por lazos afectivos y vínculos de parentesco 



consanguíneo o jurídico, manteniendo una  unidad férrea y solidaria.  Por ende la 

familia, debe  ser  garante de  la protección de los derechos  fundamentales de sus 

integrantes, en especial de los infantes y jóvenes. En consideración a la edad, corto 

desarrollo psicológico y las  circunstancias que los hacen débiles de carácter y voluntad, 

los niños y adolescentes  se hallen sometidos a la orientación de los adultos, 

primordialmente  a sus padres para conseguir la protección y realización de sus 

derechos. Aquella prevalencia protectora, no debe implicar trato desigual al interior de  

la comunidad familiar, por cuanto  lo que se  busca es blindar a aquella población  

frágil, inmadura y expuesta a la  vulnerabilidad. 

Lafont Pianetta afirma:  “La protección  hacia el desarrollo de los niños y 

jóvenes encuentra su fundamento  en la condición de absoluta o relativa inferioridad en 

la que se encuentran los niños, niñas y adolescentes, quienes no solo requieren el 

reconocimiento de la titularidad o tenencia de los derechos fundamentales, sino también 

el suministro de las condiciones indispensables tanto para su materialización, como para 

su expansión o crecimiento de acuerdo con su evolución(…).Luego para los menores no 

solo es importante tener derechos, sino la protección de su desarrollo, o si se quiere la 

protección del derecho al desarrollo de los demás derechos, esto es, del derecho a que se 

le suministre las condiciones necesarias para la materialización y expansión de los 

demás derechos” (Lafont, s.f.). De ahí que es a la familia o subsidiariamente al  Estado 

en desarrollo de sus fines esenciales a quienes les compete el deber constitucional de 

proteger  efectivamente  los derechos de los niños y jóvenes.  

 La  función protectora para la familia y de ésta hacia niños y jóvenes  tiene 

arraigo constitucional, en efecto,  la Comisión Quinta de la Constituyente en su informe 

– ponencia para primer debate en plenaria de aprobación de la constitución de 1991, 

refirió: “No puede hablarse de la familia sin coordinar sus contenidos con los del niño, 

el joven (…), y concluye la ponencia aseverando, que  es apenas obvio determinar la 

protección del estado y la sociedad para esa familia y fijar la inviolabilidad para su 

honra, dignidad e intimidad, así como sentar las bases de su absoluta igualdad de 

derechos y deberes” (Castillo, 2004). 

Fabio Morón Díaz (2011), manifiesta: “La familia es titular de los derechos 

fundamentales (…) de sus miembros, lo que pone de presente el interés del 

constituyente  en garantizar especialmente esos derechos en la familia(…) sin perjuicio 

del derecho que tiene la familia, a ser según el Nuevo Orden Superior, acreedora del 

amparo del Estado y de la sociedad”. Es así como la función protectora y la acción de  



garantizar los derechos fundamentales son piezas claves en la dinámica cotidiana de una 

familia.  

Ahora bien y dada la relevancia que la constitución le dio a la familia, 

corresponde al  Estado Social  de derecho  y a la sociedad, protegerla para lograr el 

bienestar de sus integrantes. “Obligación del Estado, la Sociedad en la implementación 

de acciones que minimicen la vulnerabilidad de las familias, dentro del contexto del 

Estado Social de Derecho” (Congreso de la República, 2009); a este manifiesto se suma 

la urgencia de integrar la acción con la teoría, atendiendo a que la vulneración de los 

derechos de los integrantes en una familia y en especial el derecho a la alimentación en 

la primera infancia y en la adolescencia por abandono de algún padre, se encuentre a la 

orden del día. 

En  cuanto al prolegómeno planteado por el constituyente, se debe considerar 

que la reforma de la carta política le impuso a la familia  obligaciones morales, 

económicas,  y jurídicas entre sus integrantes. Encontrándose ínsitas entre aquellas  las 

que  buscan garantizar  los derechos fundamentales constitucionales, legales y del 

bloque constitucional  consagrados en  favor de los niños y jóvenes, por ejemplo la  

obligación del  derecho a  la alimentación, como garantista del derecho a la vida y del  

desarrollo integral, obligación que es el eje  temático  del  ensayo enfocada en   la 

relación padres a hijos. 

 

1.1 De los Alimentos y el Principio de Solidaridad Alimentaria 

 

“La palabra alimentos proviene del vocablo latino, “alimentum, ab,alere”, que quiere 

decir nutrir, alimentar (…) en lenguaje jurídico se usa para asignar lo que se da a una 

persona para atender a su subsistencia” (Suárez, 1999). Ahora bien, conforme a lo  

dispuesto en las diferentes normatividades constituyen, los alimentos para niños, niñas y 

adolescentes, a más del sustento diario, el vestido, asistencia médica, la habitación, 

educación y en general todo lo que necesitan  aquellos para alcanzar su desarrollo 

integral. El derecho a los alimentos” existe prácticamente en la legislación de todos los 

países civilizados del hemisferio occidental y tiene como fundamento la necesidad 

social que requiere que todas las personas vivan para la realización de su fin, y la 

individual originada en la leyes de la naturaleza que tiene exigencias, sin el 

cumplimiento de las cuales la vida no es posible” (Suárez, 1999).   



Claro Solar afirma  que “Todo hombre por el hecho de existir, tiene un derecho 

esencial e imperioso, el mismo de vivir, y de aquí emana para la sociedad y el Estado el 

deber de socorrer a quienes se encuentran en imposibilidad física de proveer a sus 

necesidades, de aquí el deber de caridad del hombre para con sus necesitados” (Claro, 

s.f.). Sobre el particular adiciónese que  la familia también está obligada a cumplir el 

mentado auxilio  entre sus integrantes. Así lo deja entrever  Castillo Rugeles (2004), al 

referir en su obra la siguiente cita: “Para la Corte constitucional los alimentos se 

enmarcan dentro del deber de solidaridad que une a los miembros más cercanos de una 

familia, y tiene por finalidad la subsistencia  de quienes son sus beneficiarios.” (Corte 

Constitucional, 2002). 

 La fuente primaria del derecho alimentario la “constituye el derecho natural que 

imprime el sentimiento  de solidaridad, desarrollada por el derecho positivo que se 

concreta en el derecho constitucional, en el derecho internacional de los tratados y 

convenciones aprobados por el congreso nacional y por la legislación interna contenida 

en el código civil y del código del menor (García, 1999), “El código de la infancia y 

adolescencia y el código penal.  

Y en sentido jurídico, la solidaridad alimentaria busca “garantizar  que una 

persona reciba lo que le corresponde en su calidad de ser humano dependiente y 

necesitado cuando él mismo no está en posibilidad de proveerse lo necesario para su 

existencia digna” (Arango, s.f.).  Dado que en el núcleo familiar, los padres biológicos o 

adoptivos son los llamados inicialmente a suministrar los alimentos a niños, niñas y 

adolescentes.  

 En razón al principio de solidaridad se generan deberes y cargas susceptibles de 

ser reclamados coercitivamente, con el apoyo estatal. Igualmente debemos agregar  en 

razón del  principio de solidaridad,  la Corte ha tenido a bien precisar, que  dentro un 

Estado Social de Derecho,- como  Colombia- se espera opere en tres facetas, a saber: 

“(I) como una pauta de comportamiento conforme a la cual deben obrar las personas en 

determinadas ocasiones;  (II) como un criterio de interpretación en el análisis de las 

acciones u omisiones de los particulares que vulneren o amenacen los derechos 

fundamentales;  (III) como un límite a los derechos propios” (Corte Constitucional, 

2008). 

La solidaridad y el derecho a la alimentación, tiene que ver con “la corrección  

de condiciones o situaciones defectivas que, de no corregirse, colocan a las personas en 

situación de desventaja, privándolos de lo necesario para ser considerados con igual 



consideración y respeto en el diseño y el funcionamiento de las instituciones públicas. 

No resulta equitativo ni responsable socialmente a la luz de los principios de (…) 

igualdad y solidaridad, que las personas en situación defectiva sean dejadas a su suerte 

en un mundo donde la realidad socialmente construida ha alcanzado ya niveles 

aceptables de respeto a la dignidad que debe y puede ser efectivamente defendidos” 

(Arango, s.f.).   

 

1.2  Principio del Interés Superior del Niño 

 

Previamente al estudio del derecho fundamental  de los alimentos  para los niños, es 

pertinente abordar el origen, importancia  y funciones del principio que  tiene a bien 

considerar la protección y superioridad de los derechos del niño, llamado, interés 

superior  del niño, en su origen e importancia, algunas de como garantía y como función 

interpretativa; la aplicación del principio e inclusión del interés superior del niño en 

Colombia.  

 

1.2.1 Origen e importancia del principio del interés superior del niño 

El origen del  interés superior del niño como principio orientador de tratados y 

convenios internacionales reconoce y busca garantizar los derechos de los niños, surge 

como una evolución  del pensamiento jurídico, que culmina plasmado en el derecho 

positivo hacia el siglo XX, con la aprobación en 1.989 de la Convención Internacional 

sobre derechos del niño. 

Auscultando la historia,   Miguel Cillero Bruñol  plantea al respecto del origen 

de este principio que: “El análisis comparado de la evolución de los derechos de los 

niños en diferentes sistemas jurídicos revela una característica uniforme: el 

reconocimiento de los derechos de los niños ha sido un proceso gradual desde una 

primera etapa en que fueron personas prácticamente ignoradas por el derecho y 

solamente se protegían jurídicamente las facultades, generalmente muy discrecionales, 

de los padres. Los intereses de los niños eran un asunto privado, que quedaba fuera de la 

regulación de los asuntos públicos. Posteriormente, se observa un aumento en  la 

preocupación por los niños y se empieza a reconocer que ellos pueden tener intereses 

jurídicamente protegidos diversos de sus padres. En Gran Bretaña esta evolución se 

reflejará en la aplicación del derecho de equidad como alternativa al derecho 

consuetudinario que sólo consideraba al niño como un instrumento para el uso de sus 



padres (…). Igual trayectoria se observa en el derecho francés. En consecuencia, “se 

puede decir que los intereses de los niños (…) pasan a ser parte de los asuntos públicos. 

En América Latina esta evolución se deja ver también en el derecho de familia, para 

presentarse con mucha claridad a partir de la legislación de protección dictada a 

comienzos de este siglo (...) El principio del interés superior del niño fue uno de los 

mecanismos para avanzar en este proceso de considerar el interés del niño como un 

interés que debía ser públicamente, y por consecuencia, jurídicamente protegido(….) la 

evolución de los instrumentos internacionales de los derechos de los niños revela la 

permanente presencia de la noción de interés superior del niño, ya sea en la Declaración 

de Ginebra de 1924 que establecía el imperativo de darle a los niños lo mejor, o con 

frases como los "niños primero", hasta la formulación expresa del principio en la 

Declaración de los Derechos del Niño en 1959, y su posterior incorporación(… ) en la 

Convención Internacional sobre los Derechos del Niño. Ahora que la construcción 

jurídica de los derechos del niño ha alcanzado un importante grado de desarrollo, 

corresponde que este principio sea interpretado según este nuevo contexto (…) 

“Cuando los niños eran considerados meros objetos dependientes de sus padres o 

de la arbitrariedad de la autoridad, el principio fue importante para resaltar la necesidad 

de reconocer al niño su calidad de persona; ahora que, al menos en el plano normativo, 

se ha reconocido al niño como un sujeto portador de derechos, el principio debe ser un 

mecanismo eficaz para oponerse a la amenaza y vulneración de los derechos 

reconocidos y promover su protección igualitaria”  (OEA, s.f.) 

 

1.2.2 Algunas funciones del principio del interés superior del niño 

- El INTERÉS SUPERIOR DEL NIÑO COMO "PRINCIPIO 

GARANTISTA". El principio de interés superior del niño es garantista, cuando 

reconoce que ellos tienen derechos,  circunstancia que  como lo afirma   Miguel Cillero 

Bruñol, “obliga a las diversas  autoridades e  incluso a instituciones privadas a estimar 

el interés superior del niño como una consideración primordial para el ejercicio de sus 

atribuciones... Dicho de otro modo, antes de tomar una medida respecto de ellos, se 

adopten aquellas que promuevan y protejan sus derechos y no las que los conculquen” 

(OEA, s.f.). 

“Similar consideración  se vislumbra en  la definición que propone Jean 

Zermatten cuando afirma  que “el  interés superior del niño es un instrumento jurídico 

que tiende a asegurar el bienestar del niño en el plan físico, psíquico y social. Funda una 



obligación a las instancias y organizaciones públicas o privadas a examinar si este 

criterio está realizado en el momento en el que una decisión debe ser tomada con 

respecto a un niño y que representa una garantía para el niño de que su interés a largo 

plazo será tenido en cuenta. Debe servir de  unidad de medida cuando varios intereses 

entran en convergencia a largo plazo serán tenidos en cuenta” (Childsrighst, 2003) 

 

- EL INTERÉS SUPERIOR DEL NIÑO COMO FUNCIÓN 

INTERPRETATIVA. El interés superior del niño cumple una labor interpretativa, 

limita y guía todas las decisiones que se relacionan con los derechos de los niños, niñas 

y adolescentes, sirve de parámetro en la solución de conflictos jurídicos y orienta a la 

hora de evaluar la legislación y las prácticas llevadas a cabo por los Estados”. 

Complementa Aida Fernández  que: “es responsabilidad de los  Estados, otorgar a este 

principio una consideración primordial, al formular las políticas públicas relacionadas 

con los niños (Fernández de los Campos, s.f.).Ya que esas políticas públicas velan por 

los mínimos y máximos en el respeto por la integridad y bienestar del ser humano. 

Este principio de  interés superior del niño (Alcaldía de Bogotá, s.f.), comprende 

a los niños, niñas y adolescentes como sus  únicos destinatarios. Igualmente el  

principio  busca el bienestar del niño, al propender por la efectiva realización de sus 

derechos humanos,  encarna criterios relevantes “que deben ser tomados en cuenta por 

los obligados (…), los padres, la sociedad y el Estado… Los elementos que considera el 

principio del interés superior del niño son diversos, a saber, la dignidad del ser humano; 

las características propias de los niños o ponderar las características particulares de la 

situación en la que se halla el niño; la necesidad de propiciar el desarrollo de los niños, 

con pleno aprovechamiento de sus potencialidades” (OEA, s.f.). 

 

1.3 Aplicación del Principio 

 

Al momento de hacer efectivo  el ejercicio de los derechos subjetivos  a favor de los 

niños, niñas y adolescentes debe  propenderse por  la mejor opción en interés de 

aquellos, dado que “La aplicación del  interés superior del niño supone la vigencia y 

satisfacción simultánea de todos sus derechos. De ahí que  el interés superior del niño 

alude a la protección integral y simultánea del desarrollo integral y la calidad o nivel de 

vida adecuado. En sede judicial requiere un análisis conjunto de los derechos afectados 

y de los que se puedan afectar por la resolución de la autoridad. Siempre ha de tomarse 



aquella medida que asegure al niño la máxima satisfacción de sus derechos y la menor 

restricción  de ellos, esto no solo considerando el número de derechos afectados, sino 

también su importancia relativa (Fernández de los Campos, s.f.).  

 

1.4 Inclusión del Principio del Interés Superior del Niño en Colombia 

 

Colombia como Estado parte en la suscripción de la  convención sobre los Derechos del 

Niño, que fue aprobada  el 20 de noviembre de 1989, esta incorpora  el principio del 

interés superior del niño contenido en aquel tratado, en la carta constitucional hacia el 

año de 1991. El principio  quedó inserto al cierre del artículo relativo a los derechos 

fundamentales de los niños, al siguiente tenor: “los derechos de los niños prevalecen 

sobre los demás” (Gómez, 2011). A partir de este instante,  los intereses de los niños, 

niñas y adolescentes, toman relevancia y se convierten en genuinos derechos, llegando a  

ser  oponibles  como límite y orientación tanto de la actuación de los padres, como del 

Estado. 

La razón de ser del nuevo  estado  incluyente y Social de Derecho,  como se 

nomina a Colombia en la nueva carta política,  es la construcción de “un medio idóneo 

en el cual los asociados, en el caso de este estudio, los niños, realicen plenamente sus 

potencias vitales, concretando así la protección armónica y efectiva de sus derechos 

fundamentales, pilares de ésta categoría de Estado, con la cual tienen en común, su 

principio en la dignidad del hombre (…). Es decir, que Estado Social de Derecho, 

implica que las autoridades están constituidas para garantizar a los niños, esferas libres 

de interferencia ajena (…) y “también para desarrollar acciones positivas” (Fernández 

de los Campos, s.f.). 

 

_ LOS ALIMENTOS SON UN DERECHO FUNDAMENTAL PARA 

NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES. Una vez que se ha reconocido al niño como 

persona, sujeta de derechos, como consecuencia de la ratificación de la Convención  

sobre los derechos del niño que en el año 1989 hiciera Colombia, se  puede establecer 

“que los dispositivos en favor de aquellos son complementarios y no sustitutivos de los 

mecanismos generales de protección de los derechos reconocidos a todas las personas. 

(…)” (Fernández de los Campos, s.f.). “Tratar los niños en capítulo aparte no significa 

separarlos de la generalidad de los derechos humanos, como afirma Esmeralda Ruíz 

González, obedece en primer lugar a la particular situación de su desarrollo y en 



segundo lugar, al necesario reconocimiento hecho por la humanidad de fortalecer la 

vigencia de estos derechos” (Fernández de los Campos, s.f.).  

El catálogo de los derechos de los niños  en Colombia está contenido en 

diferentes textos del derecho positivo interno y con nominación de derechos 

fundamentales en la constitución nacional (Gómez, 2011),  Los niños, como personas 

humanas con igualdad de derechos, especifican tales derechos: “acorde a   las 

particularidades de la vida y madurez de los niños (…) se “establecen derechos propios 

de los niños, como los derivados de la relación paterno filial (…).regulan los conflictos 

derivados del incumplimiento de los derechos de los niños o de su colisión con los 

derechos de los adultos y orientan y limitan las actuaciones de las autoridades públicas 

y las políticas en relación con los primeros” (Fernández de los Campos, s.f.) 

En la teoría de Robert Alexy citado por Laureano Gómez Serrano entiende por 

derecho fundamental aquellos “que pertenecen a la estructura básica del Estado y que 

por tanto, aparecen reconocidos como tales en la Constitución Política de Colombia, 

bien sea de manera directa, mediante  normas estatuidas por la norma fundamental, esto 

es, de forma positiva, o de manera indirecta, mediante normas  adscritas a las primeras, 

que deben ser develadas por la jurisprudencia constitucional, mediante un raciocinio 

jurídico orientado por los principios fundamentales, puesto que éstos trascienden la 

simple enunciación literal(….) Alexy en su  teoría integradora identifica las normas de 

los derechos fundamentales  y  señala que éstas son garantes de un derecho subjetivo 

reconocido por el Estado, básico para su funcionamiento…formulados bajo la forma de 

obligación, permisión o prohibición(…) -Reitera el autor- (…) los derechos 

fundamentales no son sólo meras normas de rango constitucional  sino que , en primer 

término constituyen derechos subjetivos que se expresan a través de normas vinculantes 

que los ciudadanos pueden hacer valer frente al Estado ante los Tribunales.”(…) 

Entendiendo por “derechos subjetivos como posiciones y relaciones jurídicas que 

otorgan a su titular la autorización para demandar; esto es, que son exigibles 

judicialmente (…,) frente a cualquier vulneración” (Serrano, s.f.)  

La expresión constitucional Colombiana sobre los alimentos como derecho 

fundamental (Corte Constitucional, 1992) de los niños y  los jóvenes, “tiene una doble 

connotación, implica el reconocimiento de la titularidad y la primacía señalada, y 

simultáneamente muestra el particular interés del Constituyente de habilitar en el Estado 

Social de Derecho, los procedimientos legales y las acciones de la familia, la sociedad y 

el Estado con el propósito claro de hacerlos una pronta realidad” (Olano, s.f.)  



Monroy Cabra señala que “Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a los 

alimentos y demás medios para su desarrollo físico, psicológico, espiritual, moral, 

cultural, y social (… ) y que Se entiende por alimentos todo lo que es indispensable para 

el sustento, habitación, vestido, asistencia médica, recreación, educación o instrucción y 

en general todo lo que  es necesario para el desarrollo integral de los niños, niñas y los 

adolescentes” (Monroy, 2006). Cabe complementar  lo anterior afirmando que el 

derecho alimentario es fundamental  en la medida que tiene relación con el derecho a la 

vida. ”El derecho fundamental a la vida es el más valioso, ningún otro derecho se puede 

ejercer desligado de aquél, los derechos derivados tienen carácter de fundamentales por 

conexidad, su amenaza o vulneración representan peligro o daño al derecho a la vida, de 

manera que es preciso ampararlo para proteger aquel(…)” (Olano, s.f.) 

Dada lo relevante del derecho de alimentos para niños y jóvenes si se  cercena  

su goce y ejercicio  por  incumplimiento en su prestación por parte del obligado 

legalmente a suministrarla, puede llegar a impetrarse su cobro por la vía  judicial. 

Aunque debemos señalar que la obligación alimentaria no es perenne, la jurisprudencia 

reconoce que se mantienen : “el derecho de alimentos en cuanto subsistan las 

circunstancias que determinaron su emergencia, de modo que el cumplimiento de la 

mayoría de edad no lo extingue, en cuanto se encuentren inhabilitados para subsistir de 

su trabajo por razón de sus estudios”. (CSJ, 1991) 

 

-  DE LA DEUDA ALIMENTICIA Y EL DERECHO A PEDIR 

ALIMENTOS. “Según  el autor chileno Fueyo Laneri (s.f.), se entiende por deuda 

alimenticia la prestación que pesa sobre determinadas personas económicamente 

posibilitadas, para que algunos de sus parientes pobres u otras personas que la ley 

señala, pueda subvenir a las necesidades de su existencia.” 

El código civil Colombiano y el de la infancia y adolescencia nacional  han 

reconocido  y reglamentado el derecho que les asiste  a ciertas personas para exigir a 

otras el suministro de los alimentos. Es así, como en  el caso de los niños y 

adolescentes, los primeros en ser llamados a solventar sus necesidades alimentarias son 

sus padres. En razón a la figura legal del parentesco y en virtud del principio de la 

solidaridad familiar ya aludido.  No obstante lo anterior, el cuidado de los menores 

puede ser confiado a terceros de manera temporal,  cuando sus padres no tienen la 

posibilidad de asumir su crianza, por lo cual el menor es entregado en custodia a 

ascendientes y parientes, inicialmente. En razón a ello, la legislación civil nacional 



refiere: “pueden pagar por el deudor alimentario, cualquier persona a nombre de él,” 

aún sin su autorización para ello” (Código Civil Colombiano, 2012). Quien llegue a  

pagar la deuda alimentaria no queda  subrogado por la ley en el lugar y derechos del 

acreedor, ni podrá compeler al acreedor a que le subrogue. El que paga de este modo 

sólo pretende liberar al deudor, extinguir la deuda,  y eso no ocurriría si mediara 

subrogación. 

Con respecto a la  obligación alimentaria y su subsidiariedad, la Corte ha dicho: 

“En esencia la obligación alimentaria no difiere de  las demás obligaciones civiles .Ella 

presupone la existencia de una norma jurídica y  una situación de hecho, contemplada 

en ella  como supuesto capaz de generar consecuencia en derecho, por ejemplo, el tener 

descendientes y encontrarse en ciertas circunstancias económicas, su finalidad es la 

subsistencia de quienes son sus beneficiarios.  Cada persona debe velar por su propia 

subsistencia y por la de aquellas a quienes la ley les obliga. El deber de asistencia del 

Estado es subsidiario y se limita a atender las necesidades de quienes se encuentran en 

circunstancias de debilidad manifiesta (….)” (Universidad Javeriana, s.f.) 

Conviene aclarar que  el pago de  la obligación de alimentos  se traduce en la 

obligación de pagar al alimentario una suma dineraria mensual o lo que se conoce como 

mesada o pensión. A diferencia como ocurre con la mayoría de los pagos periódicos en 

derecho que se causan una vez  ha culminado el plazo; las mesadas alimentarias se 

causan y devengan anticipadamente y se paga al inicio de cada periodo para que le 

permita al alimentario contar con lo necesario para su subsistencia y no tenga que pasar 

por necesidades.  Excepcionalmente el Juez o las partes pueden fijar el pago de la 

obligación en mención en especie, por ejemplo, como cuando se hace el pago de la 

pensión escolar o se  hace entrega de  los materiales del colegio. 

Es preciso advertir que hay diferencia entre el derecho a pedir alimento y una 

deuda por alimentos. “La confusión que se tiene en relación con estos dos conceptos ha 

llevado a que características propias de una obligación alimentaria  le sean atribuidas al 

derecho a pedir alimentos propiamente dicho” (Bernal, 1997). La situación referida es la 

planteada en nuestra legislación civil “las pensiones alimentarias atrasadas podrán 

renunciarse o compensarse, y el derecho de demandarlas, transmitirse por causa de 

muerte, venderse y cederse, sin perjuicio de la prescripción que competa al deudor. 

(…)La transacción sobre alimentos futuros de las personas a quienes se deba por ley, no 

valdrá sin aprobación judicial, ni podrá el Juez aprobarla, si en ella se contraviene a lo 

dispuesto (…)” (Tafur, 2011). Lo anterior entonces hace referencia a los alimentos que 



ya se adeudan o a aquellos  que, como los futuros, aunque ya han sido fijados, solo se 

pueden cobrar cuando se vayan haciendo exigibles. 

 

2. Mecanismos Judiciales en Colombia para Pedir Alimentos a Favor de Niños, 

Niñas y Adolescentes, e Implicaciones de las Sanciones Impuestas a Padres 

Deudores Alimentarios al Hilo del Interés  Superior del Niño 

 

Como se precisó en el acápite de la familia, en cuanto que es ésta el núcleo social 

primigenio del ser humano, le es atribuible  el ser punto de partida donde se derivan 

importantes cuestiones relativas  a niños, niñas y adolescentes, De modo que surge entre 

otras como obligación  para ésta hacia aquellos   proporcionarles, “las condiciones 

necesarias para alcanzar una nutrición  y una salud adecuada” (Salazar, 2011). Sin 

embargo es factible que en lo relativo al derecho fundamental de alimentos, éste se vea 

vulnerado para los  niños y jóvenes. Lo anterior en virtud del incumplimiento parental 

para procurarlo. Ahora bien, “por desventura la irresponsabilidad con que muchos 

padres y demás familiares pretenden desligarse de sus obligaciones alimentarias ha 

ocasionado que día a día aumenten los procesos  de alimentos” (Suárez, 1999). Razón 

por la cual  el Estado  debe entrar a  asumir su deber legal y constitucional y así buscar  

garantizar  el suministro oportuno de la prestación alimentaria a la población infantil y 

juvenil. Y una forma de cumplir ésta misión, se refleja  en la creación de mecanismos 

judiciales, con procedimientos regulados en la ley y desarrollados de manera especial en 

el código civil, del menor y en el de infancia y adolescencia.   

Aunque lo más correcto,  moral y justo es:” que el alimentante, en forma 

voluntaria, cumpla con su obligación alimentaria a favor del alimentario” (Gutiérrez, 

2011).   Así se obviarían los medios judiciales coercitivos para compeler al deudor 

alimentario a cumplir con su obligación. Mecanismos en los que se focalizará la 

atención a continuación.    

Con la incorporación de normas en el ordenamiento jurídico nacional  entonces, 

a más de  establecerse la obligación civil alimentaria, se regulan los  mecanismos 

judiciales que permiten  reclamar alimentos a favor de los hijos menores desprotegidos   

Las Instancias judiciales en los procesos de alimentos se diseñaron para 

buscar,”solución jurídica a conflictos de: fijación de cuota de alimentos, revisión, 

incremento, disminución  o exoneración de la cuota (…) Procesos que se adelantarán en 

forma independiente  y pretenden fines diferentes, pero los criterios para fijar 



competencia, el juez competente y el procedimiento es común para todos ellos, excepto 

el ejecutivo alimentario y el trámite de ofrecimiento de alimentos, los cuales tienen un  

trámite diferente” (Gutiérrez, s.f.). 

En el sistema jurídico Colombiano  para llegar a incoarse las demandas por 

alimentos ante la jurisdicción de familia (…ejecutivas) o para  que se persiga la 

judicialización por el punible de inasistencia  alimentaria al padre deudor alimentario de 

ésta prestación para con sus hijos, niños o adolescentes, ante las instancias penales,  

deberá cumplirse la condición de necesidad del alimentario la  presunta capacidad del 

deudor alimentante y el vínculo jurídico  de causalidad. 

Cuando se ha adelantado la demanda ante el Juez de familia, quien es el  

funcionario competente, para conocer “de los asuntos de alimentos” (Decreto 2272, 

1989), si llegare a mediar   acuerdo conciliatorio entre las partes o se profiere sentencia 

a favor del demandado, corresponde al Juez  fijar la cuota alimentaria, debiendo  el 

alimentante pagarla. Cuando el obligado a suministrar alimentos fuere asalariado, se 

fijará  la cuota de acuerdo a lo que  devengue, de no ser asalariado “se presumirá que 

devenga al menos el salario el mínimo legal” (Salazar, s.f.). En caso de no cancelar el 

deudor la suma fijada por el Juez, el beneficiario de alimentos tiene la opción de 

adelantar el proceso ejecutivo por alimentos. 

El proceso ejecutivo por alimentos entonces  “es procedente, cuando quiera que 

exista título ejecutivo conforme a la Ley (…) el cual puede ser voluntario tal como 

ocurre con los pactos de alimentos debidamente aprobados, las transacciones aprobadas, 

las conciliaciones, los títulos ejecutivos administrativos (ejemplo: la fijación por parte 

del defensor o comisario de familia, según el caso) y los títulos judiciales  (los autos de 

fijación de alimentos provisionales o las sentencias de fijación, correspondientes, a que 

se ha hecho mención .Y, desde luego , se requiere que la obligación clara, líquida, y 

actualmente exigible, haya sido incumplida).” (Lafont, s.f.) 

Como consecuencia del no pago, y  una vez ha finalizado el proceso ejecutivo  

mediante sentencia, el operador judicial que está   conociendo del proceso y cuando el 

obligado es asalariado “podrá ordenar al respectivo pagador o patrono descontar y 

consignar a órdenes del juzgado hasta el  cincuenta por ciento (50% ) de descuento de lo 

que legalmente compone el salario mensual del demandado(…).Cuando no sea posible 

decretar el embargo del salario y de las prestaciones, pero se demuestre el derecho de 

dominio sobre bienes muebles o inmuebles (…) en cabeza del demandado, el juez podrá 



decretar el embargo de los inmuebles y el embargo y secuestro de los bienes muebles( 

…)”  (Salazar, s.f.). 

 Embargo que se mantendrá por el periodo necesario para hacer efectivo el pago 

de la mesada y mientras subsista la obligación de esa prestación. 

Valga señalar adicionalmente,  que cuando se da el incumplimiento parental por 

no pago de la pensión alimentaria, surgen entre otras consecuencias adversas para el 

padre deudor, el quedar: “candidatizado para perder los derechos herenciales, al 

configurarse las causales de desheredamiento y de indignidad por infracción al deber de 

socorro.” (Medina, 2010). 

Continuando con el esquema de  las alternativas judiciales que surgen a partir de  

la  afectación  y limitación del derecho fundamental  e irrenunciable de alimentos para 

niños y adolescentes, cuando su  progenitor omite injustificadamente el pago de la 

prestación alimentaria, está la posibilidad para el beneficiario alimentario de  acudir  en 

reclamación  por intermedio de representante legal  ante  la fiscalía para que allí se 

adelante la investigación por el punible de inasistencia alimentaria contra el alimentante 

(Senado de la República, 2012). Sin embargo conviene señalar que aquel delito  dejo de 

ser querellable (Presidencia de la República, 2011), lo que significa que  también puede 

ser investigado de manera oficiosa (Ley 542, 2012), por el funcionario competente de la 

fiscalía. De todos modos  es  en ésta institución donde se da inicio al proceso penal. 

Cuando el fiscal halle mérito en contra del deudor alimentario para proseguir la acción 

penal y éste no acepte su responsabilidad en el  cumplimiento de la prestación 

alimentaria, le  formulará la medida de aseguramiento o la  resolución de acusación, en 

procesos bajo la vigencia de la ley 600 de 2000; o formulará  imputación al obligado 

alimentante, y solicitará medida de aseguramiento al Juez de control de garantías en el 

nuevo sistema penal acusatorio. Posteriormente el Juez penal de conocimiento 

competente decidirá la controversia, imponiéndole la respectiva pena de privación de la 

libertad por el punible en mención, si a ello hubiere lugar. 

Con respecto a los mecanismos jurídicos  aludidos y que aplican en Colombia 

señalar, que al exigir al Estado una  acción positiva de cumplimiento al deudor 

alimentario, en caso del sustento de niños y adolescentes necesitados, debemos hacer 

varias consideraciones. En primer término, es que aquellos procesos por alimentos no se 

escapan del atasco en que se encuentran  los despachos judiciales. Acertadamente al 

respecto  de la congestión judicial refirió Miguel Enrique Rojas: “La población 

Colombiana cuenta con un aparato judicial incapaz de ofrecer respuesta oportuna y 



eficaz  a las demandas de justicia (…) con razón el ciudadano de a pie no siente la 

presencia de un sistema judicial presto a protegerle sus derechos (…). En Colombia la 

duración del proceso judicial traduce una aberrante injusticia judicial que contribuye 

mucho a ahondar los problemas sociales y aniquila la esperanza de alcanzar la 

convivencia social” (Rojas, 2010). La morosidad en  algunos despachos judiciales  con 

relación a los procesos alimentarios  coadyuva entonces a la vulneración de aquel 

derecho fundamental,  dejando desprotegidos a sus beneficiarios, para el caso en 

estudio, niños y adolescentes. Contraviniendo el principio constitucional del interés 

superior del niño en todas las actuaciones  judiciales concernientes a los niños.  

Situación además que favorece  la reproducción de comportamientos por el ilícito de   

inasistencia alimentaria y el reiterado incumplimiento de la prestación civil de los 

alimentos.  Pero, no sólo  la problemática de congestión judicial  es factor detonante del 

flagelo de  desprotección del derecho subjetivo de alimentos. Incide también la 

lamentable y creciente  desintegración  familiar, la falta de actitud responsable de los 

padres en cuanto a la escogencia del número de hijos para darles sostenimiento acorde a 

su capacidad económica. Del cuidado  que reciban los niños y adolescentes por parte de 

sus padres se reflejará en un adulto sano, con plena personalidad, y capacidad de 

adaptación al medio.  En  ese orden de cosas no parece aventurado sostener, que se viva  

en un crítico panorama social, donde al interior de las familias hay falencias al deber 

moral y constitucional de solidaridad y en el que por el advenimiento de la 

desintegración de las familias, los que llevan la peor parte, sobre todo en tema de 

alimentos, son sus descendientes acreedores en posición de debilidad,   niños y 

adolescentes. Situación que a gritos clama un  oportuno restablecimiento. 

Ahora bien,  consultando las  respuestas de los informes estadísticos nacionales 

de procesos alimentarios, correspondientes a los últimos dos años  solicitados mediante 

derecho de petición  ante la Fiscalía General de la Nación y el Consejo Superior de la  

Judicatura, la lectura interpretativa que debemos dar  a éstos – ver anexos 1 y 2 -  se 

evidencia un acenso  desmesurado de demandas por el incumplimiento en el pago de 

cuotas alimentarias y gran cantidad de denuncias, imputaciones y condenas por la 

comisión del punible de inasistencia alimentaria. Ésta  situación confirma una vez más 

lo antedicho en cuanto a la desprotección del derecho alimentario en que se encuentran 

en el país sus beneficiarios, los que en su mayoría  concierne a   niños, niñas y/o 

adolescentes. “En Colombia son miles los niños que padecen los rigores de la 

inasistencia de sus padres y esto es un motivo generador de violencia. El niño no puede 



ser considerado como un ser aislado, es producto de la maternidad, la familia y la 

sociedad. Estas condicionan su existencia por cuanto él evoluciona siempre con respecto 

a ellas, lo cual hace evidente que el niño sea un ser en alto grado indefenso  y frágil.” 

(Morales, 1992) 

Prosiguiendo con el informe obtenido  de la fiscalía se comenta en él por la 

contestataria: - Ver anexo 1- “(…)A nivel nacional, existe una mayor cifra de hombres 

denunciados por inasistencia alimentaria(…)podríamos plantear que la inasistencia 

alimentaria es una de las formas de violencia patrimonial de ocurrencia más frecuente 

en nuestro país, toda vez que es una conducta que entiende una desatención de una 

obligación alimentaria(que debe entenderse no sólo por el concepto de la provisión de 

alimentos sino de la provisión de todas las necesidades que tiene un sujeto para su 

existencia digna) por parte de quien está obligado a garantizar las condiciones mínimas 

de subsistencia.” (Fiscalía General de la Nación, 2012) 

Conforme a lo expuesto hasta ahora, conviene agregar a la temática en estudio la 

reflexión de que,  la cárcel  para quien es hallado responsable por el punible de 

inasistencia alimentaria, evaluando  la desatención de este derecho en favor de niños y 

adolescentes necesitados, deja en imposibilidad al implicado  de obtener algún medio 

que le facilite recursos- trabajo- y de esa manera llegar por ende a  cumplir con la 

prestación alimentaria que adeuda. Por otra parte, la circunstancia de que el delito de 

inasistencia alimentaria dejara de ser querellable (y por tanto desistible ) para  

convertirse en oficioso, lejos de resolver la problemática familiar  alimentaría  de niños 

y jóvenes, aumenta la carga laboral de la Fiscalía, ahondando los problemas de 

congestión judicial ya referidos y favoreciendo que no se de aplicación a una pronta y 

cumplida justicia. Quedando al descubierto de contera que por la ausencia  de  una 

política criminal estatal estable, se da como consecuencia de los continuos cambios en 

la legislación penal,  quedando inocuos los esfuerzos estatales  para perseguir el delito 

de inasistencia alimentaria.  La situación no permite el desarrollo adecuado de las 

normas que lo consagran  ni de las instituciones encargadas de perseguirlo y por otra 

parte  de nada sirve impetrar demandas de alimentos ante la jurisdicción de familia, si al 

proferirse sentencia, o mandamiento de pago librado en un proceso ejecutivo, se le 

notifica al alimentante  su responsabilidad legal,  y éste  no posee empleo, ni medios 

económicos como tampoco bienes  con los cuales pueda responder por su deuda 

alimentaria. Quedando sin eco la protección superior del derecho fundamental 

alimentario de niños y adolescentes.  



Bajo las anteriores perspectivas urge  la creación de un sistema legal que 

consulte la cotidianidad de la problemática  alimentaria expuesta. 

 

3. Marco Legal Vigente 

 

3.1 Ley 311 De 1996 

 

En cuanto a medidas de protección alimentaria en Colombia podemos  considerar que 

enhorabuena y paralelo a  los mecanismos judiciales estatuidos, para reclamar alimentos 

se aprobó hacia el año de 1996 la ley 311, mediante la cual se creó un instrumento 

administrativo aplicable a padres deudores alimentarios, llamado  registro nacional de 

protección familiar. Y consistía en la elaboración de“  la lista en la cual se incluirán los 

nombres con sus respectivos documentos de identidad y lugar de residencia si fuere 

conocida de quien sin justa causa se sustraiga de la prestación de los alimentos debidos 

por ley para con sus hijos menores y a los mayores de edad que por circunstancias 

especiales así lo ameriten, como el que adelanta estudios o está incapacitado física o 

mentalmente” (Congreso de la República, 1996).  

Disponía además la ley aludida, que el DAS sería la entidad encargada de llevar 

el registro de deudores alimentarios, el cual se  nutriría con la información que 

reportarían  fiscales y  jueces  de la República del todo el territorio nacional, respecto a 

lo dispuesto en  la ley.  Y estableció: “ Al tomar posesión de un cargo como servidor 

público en todas las entidades del Estado o para laborar al servicio de cualquier persona 

o entidad de carácter privado será indispensable declarar bajo la gravedad del 

juramento, no tener conocimiento de procesos pendientes de carácter alimentario o que 

cumplirán con sus obligaciones de familia(…)  El nominador en el caso de los 

servidores públicos, o el empleador en el caso de los trabajadores particulares, remitirán 

dentro de los primeros cinco (5) días de cada mes al DAS, los datos de los posesionados 

o vinculados para que les sea remitida la correspondiente constancia(…)A quienes 

declaren tener obligaciones pendientes de carácter alimentario, se podrá posesionarlos o 

vincularlos si presentan la autorización escrita para que se efectúen los descuentos 

tendientes a cancelar dichas obligaciones(…)  El incumplimiento de las obligaciones 

señaladas por esta Ley originará las siguientes sanciones: Para los servidores públicos 

se constituirá en falta grave, cuando incumpla su obligación por primera vez. La 

reincidencia constituirá falta gravísima (….) Para los empleadores privados se les 



sancionará con multa (…) impuesta por el funcionario señalado por el DAS(…)Las 

multas de que trata este artículo se destinarán al fomento y desarrollo de los programas 

a cargo del ICBF(…)El Departamento Administrativo de Seguridad, DAS, dispondrá de 

un término de seis (6) meses, contados a partir de la vigencia de la presente Ley, para 

poner en funcionamiento el Registro Nacional de Protección Familiar.  Anualmente, en 

el proyecto de presupuesto, el Gobierno Nacional presentará para la aprobación del 

Congreso las apropiaciones presupuestales a que haya lugar, para garantizar la 

efectividad de esta Ley (...)” (Congreso de la República, 1996). 

Cabe destacar que la ley en mención  había dispuesto en el Art. 8: “   En el 

evento de que el DAS certifique que la persona tiene obligaciones alimentarias 

pendientes, el nominador o el empleador, en su caso procederá a desvincular del empleo 

o cargo al funcionario o empleado según el caso (...) Si así no lo hiciere, se hará 

acreedor a las sanciones” (Alcaldía de Bogotá, s.f.). Esta disposición fue declarada 

inexequible, (Mediante sentencia C-657 de 1997)  entre otras  al ser considerada por la 

corte constitucional como que “con ello se afecta el derecho a trabajar, que según el 

artículo 25 de la Constitución gozará de la especial protección del Estado…se ignora la 

presunción de inocencia(…) En efecto, en el artículo demandado se ordena la 

desvinculación del empleado como consecuencia inmediata, inapelable y definitiva del 

dicho incontrovertible de un ente investigativo, de modo que la presunción de inocencia 

resulta desvirtuada por una declaración puramente administrativa y sin proceso judicial 

alguno. No se espera a la definición judicial sino que la consecuencia jurídica de la 

certificación del DAS se extrae directamente sin previo proceso (…)” (Sentencia C-657, 

1997),  “lesiona el derecho al trabajo de la persona, pero además repercute por paradoja, 

en la efectiva desprotección de quien reclama los alimentos, pues quita al supuesto 

obligado la fuente de recursos para cumplir con las prestaciones a su cargo” (Alcaldía 

de Bogotá, s.f.). En ese orden de cosas al ser inconstitucional aquella disposición, el 

objeto del registro terminó siendo inocuo. Esta es la razón por la cual se inaplico por el 

DAS, el llevar la relación del listado de deudores alimentarios. Tal  apreciación se 

puede colegir luego de que el DAS, develara  antes de su extinción, en respuesta a un 

derecho de petición  solicitando información si llevaban el registro nacional de 

protección familiar dispuesto por la ley 311 del 96  donde la entidad estatal  señaló que 

al ser declarado inconstitucional el artículo ya referido de esta ley “ quedó sin ningún 

efecto la certificación respecto de las obligaciones alimentarias que le correspondía  

expedir al DAS, y de contera al Registro Nacional de Protección Familiar perdió su 



objeto, no siendo actualmente viable su implementación.” (DAS, 2011) (Consultar  

anexo 3 adjunto al presente ensayo, de respuesta  del DAS, a derecho de petición.) 

La declaración de inconstitucionalidad  del Art. 8 de la ley 311 de 1996, es  

“argumento no convincente, ya que se enfocó en la vulneración del derecho al trabajo 

por encima de la protección familiar, que es el fin del Registro Nacional y de las 

mismas víctimas, que principalmente son los niños, niñas y adolescentes el cual vulnera 

el derecho prevalente de los mismos, que lo consagra la constitución (…)” (DAS, 

2011).  

Puede inferirse también que tan solo quedó para  aplicar de la  ley  311,   lo 

relativo al deber de presentar declaración donde conste no tener conocimiento de 

procesos pendientes de carácter alimentario o que cumplirán con sus obligaciones de 

familia, quien vaya a tomar posesión de un cargo público o privado. La omisión de este 

requisito haría al empleador y presunto empleado acreedor de las sanciones previstas en 

la ley. 

Importante  advertir que posterior a la ley 311 de 1996,  ha habido dos proyectos  

proferidos por el legislativo con el ánimo de  proponer la creación de un Registro único 

de  deudores de cuotas alimentarias. Es así como hacia el año 2009, los representantes  

de la bancada del grupo MIRA , Alexandra Moreno Piraquive, Gloria Stella Díaz Ortiz 

y Manuel Virguez P., en su proyecto de  ley (Sentencia C-657, 1997), proponen entre 

otros artículos el siguiente,  artículo 7,”…En caso de comprobarse la existencia de 

deuda alimentaria, el aspirante a ocupar el cargo podrá acceder o tomar posesión del 

mismo, pero el empleador hará los descuentos respectivos de la nómina y los consignará 

a nombre del despacho judicial respectivo, hasta tanto se acredite que la deuda ha sido 

cancelada.” Aspecto al parecer  bien intencionado dentro el proyecto y cuya 

interpretación sería una como manifestación redentora de  la inconstitucionalidad que 

dio origen al extinto  Art 8 de la ley 311 de 1996. Sin embargo estos descuentos no son  

permitidos en la actual ley sustantiva del trabajo en la normatividad Colombiana. Este 

proyecto hasta la fecha no se conoce que haya sido aprobado. 

Por otra parte el Senado propuso a través del proyecto de ley  04 de 2011 

(Gaceta Oficial No. 04, s.f.), la creación del Registro único Nacional  de Deudores 

Morosos de Cuotas Alimentarias, y en el que se dispone, que quien se encuentre 

reportado en el registro aludido, y esté laborando o sea pensionado “estará sujeto a que 

el empleador o la entidad  o la Corporación o el Fondo de Pensiones a  la que se 

encuentre vinculado, efectúe los descuentos mensuales de la nómina u honorarios, en un 



porcentaje que podrá ser hasta el cincuenta por ciento del monto mensual de 

estos(…)”.Proyecto que aún no ha sido sancionado, pero tampoco es se  comparte el 

que  se pueda efectuar el descuento al trabajador deudor alimentario, toda vez que  la 

legislación sustantiva del trabajo, no tiene enlistado este descuento en  el artículo de los 

descuentos  legales permitidos  

 

3.2 Jurisprudencia Nacional Relativa a la Temática que se Aborda 

 

Sentencia  de la corte constitucional T-406 de 1992  en la cual se  establece en uno de 

sus apartes con relación a los derechos fundamentales   que:   “para que un derecho 

tenga la calidad de fundamental debe reunir unos requisitos esenciales…  1) conexión 

directa con los principios constitucionales; 2) eficacia directa; y 3) contenido 

esencial.”Sentencia de la corte constitucional T-502, agosto 21/92 Relativa a la 

inasistencia alimentaría (Tutela). MP Alejandro Martínez Caballero. 

Sentencia de la corte constitucional  C-657 de 1997 Por la cual se declara 

exequible el inciso 1 de la ley 311 de 1996 e  inexequible el Art 8 de la misma  

Sentencia de la Corte Constitucional, sentencia T-1096 de 2008 

Corte Constitucional, sentencia T-1096 de 2008 

Sentencia de la corte constitucional C-1003 del 27 de noviembre de 2002, 

 

Ley 294 de 1996. Art. 2 La familia se constituye por vínculos naturales o 

jurídicos, por la decisión libre de un hombre y una mujer de contraer matrimonio o por 

la voluntad responsable de conformarla. Para los efectos de la presente ley, integran la 

familia: b) El padre y la madre de familia aunque no convivan en el mismo hogar. C) 

Los ascendientes o  descendientes de los anteriores y los hijos adoptivos. 

Ley 27 de 1977, por el cual se establece la mayoría de edad a los 18 años. 

Ley 1361 de 2009  Por medio de la cual se crea la ley de protección integral de 

la familia. 

Ley 527 de 1999, Por medio de la cual se define y reglamenta el acceso y uso de 

los mensajes de datos, del comercio electrónico y de las firmas digitales, y se establecen 

las entidades de certificación y se dictan otras 

 



3.3 Constitución Política de Colombia (1991) 

 

La normatividad Colombiana  constitucional consagra la protección a la familia como 

institución básica de la sociedad. Del mismo modo en ese corpus juris se consagran 

derechos  para sus integrantes, que deben ser  reconocidos y protegidos por  el  Estado. 

Es así como se han consagrado derechos a favor de niños y adolescentes  Los siguientes 

referentes  constitucionales, legales los encontramos así  : 

Artículo 1. “Colombia es un Estado social de derecho (…) pluralista, fundado 

en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la 

integran (…)” 

general.Art. 5, “El Estado reconoce, sin discriminación alguna, la primacía de 

los derechos inalienables de la persona y ampara a la familia como institución básica de 

la sociedad.” 

ART.42, “La familia es el núcleo fundamental de la sociedad (….), El Estado y 

la sociedad garantizan la protección integral de la familia (…)”. 

ART.44:   Señala los derechos fundamentales de los niños y en la parte final 

hace mención a la prevalencia o superioridad de éstos derechos.  Se enlista en este 

artículo el derecho de alimentos, “Son derechos fundamentales de los niños: la vida (…)  

la alimentación equilibrada…  tener una familia (…)La familia, la sociedad y el Estado 

tienen la obligación de asistir y proteger al niño para garantizar su desarrollo armónico e 

integral y el ejercicio pleno de sus derechos. Cualquier persona puede exigir de la 

autoridad competente su cumplimiento y la sanción de los infractores. Los derechos de 

los niños prevalecen sobre los derechos de los demás.”  

ART.45. “El adolescente tiene derecho a la protección y a la formación integral 

(…).” 

 

3.4 Normatividad Nacional 

 

El marco vigente en Colombia que regula los diferentes mecanismos judiciales para 

reclamar el derecho de alimentos para  niños y adolescentes es el siguiente: 

 

Para el  Mecanismo judicial de la  acción penal 

A este  puede acudir  el beneficiario alimentario para reclamar su derecho, 

acción que puede adelantarse por denuncia o de manera oficiosa  por el funcionario 



judicial que conozca de los hechos que dieron lugar a la configuración del delito de 

inasistencia alimentaria,. Punible que inicialmente estaba regulado en la normatividad 

nacional en  el código penal - Ley 599 de 2000 Art.233-  El cual fue modificado 

posteriormente por  la ley 1181 de 2007, en sus artículo 1º. Y el cual reza:   

“Inasistencia alimentaria. El que se sustraiga sin justa causa a la prestación de 

alimentos legalmente debidos a sus ascendientes, descendientes, adoptante, adoptivo, 

cónyuge o compañero o compañera permanente, incurrirá en prisión de dieciséis (16) a 

cincuenta. y cuatro (54) meses( …).” 

Después mediante ley 1453 de 2011 en su artículo 108, se dispuso que el delito 

de inasistencia fuera querellable, modificando en este sentido  el artículo 74 del C.P.P. 

quedando en estos términos   : “Delitos que requieren querella. Para iniciar la acción 

penal será necesario querella en los siguientes delitos, excepto cuando el sujeto pasivo 

sea un menor de edad (…) inasistencia alimentaria  “ 

Hoy día ésta conducta punible, como puede perseguirse de oficio por disposición 

que hiciera  la ley 1542 del 05 de Julio de 2012. en  su  Art. 1º. De este modo : “Objeto 

de la ley. La presente ley tiene por objeto(…) eliminar el carácter de querellables y 

desistibles de(…) inasistencia alimentaria,” tipificado en  artículo 233 del Código Penal. 

  

Mecanismo judicial, ante los jueces de familia 

La competencia para conocer sobre los procesos de alimentos está en cabeza del 

juez de familia,  cuya jurisdicción está regulada, en  el decreto 2272 de 1989,” por el 

cual se organiza la jurisdicción de familia, se crean unos despachos judiciales y se crean 

otras disposiciones.” 

El procedimiento especial para reclamar alimentos a favor de niños y 

adolescentes está desarrollado de manera especial en el código del menor, decreto 2737  

de 1989 (Alcaldía de Bogotá, s.f.) 

Art  2, 4, 6,28,133,134,137139,148,149,151,153,157,158 

El código de la infancia y adolescencia o ley 1098 de 2006 (Alcaldía de Bogotá, 

s.f.), también regula la temática de alimentos solicitados a favor de niños y jóvenes 

ARTS. 3,8, 9, 11, 20, 24, 39, 41 .  En especial en el capítulo tercero. 

En  el código civil colombiano enlista a los descendientes como las personas a 

quienes se deben alimentos en él. 

 



3.3.2 Otras disposiciones legales colombianas  que regulan la materia 

expuesta: 

Art. 411Num.2, y en los arts.   423, 424, 425,426, y 1630  abordan también la 

temática de alimentos. 

 

-CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL 

Art.544 

 

-CÓDIGO SUSTANTIVO DEL TRABAJO 

Arts. 59 Num1,149, 150. 344 Num 2 

 

-CÓDIGO PENAL- Ley 599 de 2000 Art.233 Modificado por  la ley 1181 de 

2007 

 Inasistencia alimentaria. El que se sustraiga sin justa causa a la prestación de 

alimentos legalmente debidos a sus ascendientes, descendientes, adoptante, adoptivo, 

cónyuge o compañero o compañera permanente, incurrirá en prisión de dieciséis (16) a 

cincuenta y cuatro (54) meses y (..)”. 

 

-CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO (Del bloque de 

constitucionalidad) 

La convención sobre los derechos del niño de 1989, la cual forma parte del 

bloque de constitucionalidad,  en el preámbulo, hace referencia a la importancia que el 

Estado debe dar a la familia,”Convencidos de que la familia, como grupo fundamental 

de la sociedad y medio natural para el crecimiento y el bienestar de todos sus miembros, 

y en particular de los niños, debe recibir la protección y asistencia necesarias para poder 

asumir plenamente sus responsabilidades dentro de la comunidad. Reconociendo que el 

niño, para el pleno y armonioso desarrollo de su personalidad, debe crecer en el seno de 

la familia, en un ambiente de felicidad, amor y comprensión” 

La convención en su parte I  Artículo 3  inc. 1, hace relación a la superioridad de 

los derechos del niño cuando reza: “1. En todas las medidas concernientes a los niños 

que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las 

autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a 

que se atenderá será el interés superior del niño.” (OHCHR, s.f.). 



 El principio de solidaridad se encuentra consagrado  en: Art.1º de la 

constitución política.  

Sentencia C-1003 del 27 de noviembre de 2002. 

 



4. Recomendaciones para la creación de un Mecanismo Legal Administrativo 

Aplicable Padres Deudores Alimentarios Morosos  en Colombia 

 

Con base la interpretación  anterior, relativa a la  temática alimentaria para niños y 

adolescentes, basado en material bibliográfico, recursos serios de Internet, informes 

estadísticos nacionales  de la Fiscalía, el Consejo Superior de la judicatura relativas al 

delito de inasistencia alimentaria y a las demandas por alimentos respectivamente y 

atendiendo a las experiencias en el ejercicio profesional del litigio en asuntos relativos a 

alimentos,  se sugiere un  lineamiento de acción, que busque  coadyuvar a mitigar los 

altos índices de infractores del tipo penal por el punible aludido y el gran volumen de  

procesos judiciales por alimentos adelantados a deudores alimentarios. Por lo cual se 

elabora la siguiente propuesta: 

Instar  con premura  al legislativo para que elabore un mecanismo  legal 

administrativo, soportado en una medida cautelar para conminar al  padre deudor 

alimentario moroso a cumplir con su prestación alimentaria debida a sus hijos,  niños 

(as) y /o adolescentes.  

Para que pueda surtirse la creación del mecanismo en mención, se considera 

dada la congestión judicial  por los procesos de alimentos y con el  aprovechamiento de 

los  avances de la tecnología, a este efecto se sugiere:  

Al  funcionario judicial que esté conociendo del proceso de alimentos a favor 

de niños o adolescentes, aplicará una  medida cautelar, consistente  en  la comunicación 

que él hace a la oficina de sistemas, adscrita al ministerio del interior y de justicia, para 

que registre o enliste  al deudor moroso alimentario en la base de datos electrónica de 

dichos deudores. El listado referido se nutriría entonces por disposición del funcionario 

judicial que impone la medida cautelar   y mediante una clave que se habilitará para el 

propósito de inclusión.  

Señálese que la competencia se  radicó en este ministerio por ser orientador de 

asuntos jurídicos y competentes para buscar fortalecer  la institucionalidad judicial con 

la modernización e implementación de metodologías, que terminarán facilitando no solo 

el acceso a la justicia en Colombia sino una pronta administración de la misma.  

Conviene  precisar  que  el acto jurisdiccional de la medida cautelar se 

practicará a partir del momento en que  el demandado adquiera la calidad de deudor 

moroso alimentario. En ese orden de ideas tendremos que en los procesos penales, sería 

desde el momento en que se  notifica  la sentencia ejecutoriada,  proferida por el Juez  



penal de conocimiento, endilgando al obligado alimentante  la responsabilidad por el 

punible de inasistencia alimentaria. Además en los procesos ante la jurisdicción de 

familia a partir del momento en que el alimentante  se atrase en el pago de  una cuota 

alimentaria, previamente fijada también por sentencia judicial. La circunstancia  de 

atraso o morosidad deberá acreditarse por el accionante  beneficiario de alimentos, 

mediante manifestación bajo la gravedad de juramento, el que se entenderá prestado con 

la presentación de la demanda ejecutiva.   De cualquier modo en las dos eventualidades 

de declaratoria de morosidad alimentaria del alimentante, el Juez penal de conocimiento 

o el de familia  respectivamente, hará el reporte ante el ministerio del interior y de 

justicia, oficina de sistemas, quien como anteladamente se anotó sería la encargada de 

llevar el registro o listado de los deudores en mención. 

La  medida cautelar será provisional, ya que perdurará siempre y cuando 

subsistan las circunstancias por la  cual fue impuesta. Lo que en otra  palabras significa 

que cuando  el accionado por  alimentos cumpla con el pago de la deuda alimentaria, 

(En proceso de familia o penal), el cual deberá demostrar el  beneficiario por algún 

medio idóneo (consignaciones de pago…) ante el Juez que la impuso, para que ordene 

la cancelación de  la medida cautelar  y por consiguiente  ésta deje  de tener vigencia. 

Evento en el cual el operador jurídico a la mayor brevedad (De ser posible el mismo día 

de acreditarse el pago de la obligación)  deberá oficiar  oportunamente a la oficina de 

sistemas adscrita al ministerio del interior y de justicia, para que proceda a borrar de la 

lista a quien estaba siendo judicializado por alimentos.   Adicionalmente, se propone 

que el retardo injustificado de la comunicación sistematizada por el funcionario judicial 

al ministerio del interior y de justicia  le acarrearía a éste, sanciones  disciplinarias, y su 

actuación sería contraria  al principio de celeridad, produciendo por demás 

consecuencias adversas al accionado, al mantenerlo  reportado en el sistema. 

Por último para ésta medida cautelar no se exigirá presta caución, ya que el 

costo de  ella podría hacer  más gravosa la situación económica del peticionario 

alimentario. 

Finalmente y no menos importante, conviene señalar que la medida cautelar 

apoyada en el uso de la tecnología, estaría en consonancia con lo propuesto en la ley 

527 de 19991. Y en lo que  el código general del proceso que pronto entrará a regir , 

señala en su capítulo I: 

 
1 Consúltese ley que reglamenta el acceso y uso de mensajes de datos. en 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/1999/ley_0527_1999.html 



“Art. 103. Uso de las tecnologías de la información y de las 

comunicaciones.  En todas las actuaciones judiciales deberá procurarse el uso de las 

tecnologías de la información y las comunicaciones en la gestión y trámite de los 

procesos judiciales, con el fin de facilitar y agilizar el acceso a la justicia, así como 

ampliar su cobertura. 

Las actuaciones judiciales se podrán realizar a través de mensajes de datos. La 

autoridad judicial deberá contar con mecanismos que permitan generar, archivar y 

comunicar mensajes de datos. En cuanto sean compatibles con las disposiciones de este 

código se aplicará lo dispuesto en la Ley 527 de 1999, las que lo sustituyan o 

modifiquen, y sus reglamentos (…) 

Parágrafo segundo. No obstante lo dispuesto en la Ley 527 de 1999, se 

presumen auténticos los memoriales y demás comunicaciones cruzadas entres las 

autoridades judiciales y las partes o sus abogados, cuando sean originadas desde el 

correo electrónico suministrado en la demanda o en cualquier otro acto del proceso. 

Parágrafo tercero. Cuando este código se refiera al uso de correo electrónico, 

dirección electrónica, medios magnéticos o medios electrónicos, se entenderá que 

también podrán utilizarse otros sistemas de envío, trasmisión, acceso y almacenamiento 

de mensajes de datos siempre que garanticen la autenticidad e integridad del 

intercambio o acceso de información. “2 

 

4.1 Efectos de la Medida Cautelar 

 

4.1.1 Restrictivos  

Quien sea reportado deudor alimentario moroso ante la oficina de sistemas  del 

ministerio del interior y de justicia “no podrá dar curso a los siguientes trámites, al igual 

como  aplican en la legislación Argentina (HCDN, s.f.), para los también deudores 

alimentarios morosos: 

-Expedición o renovación de licencias para conducir, salvo cuando sea necesario 

para el desempeño laboral y que con ello se sostenga a los acreedores alimentarios. 

-Concesiones, permisos o licitaciones. 

-Habilitaciones para aperturas de comercios o industrias. 

 
2 Recuperado de 

http://www.icdp.org.co/esp/descargas/cgp/PROYECTO_CODIGO_GENERAL_DEL_PROCESO.pdf 

Julio 27 6 :59 p.m. 

http://www.icdp.org.co/esp/descargas/cgp/PROYECTO_CODIGO_GENERAL_DEL_PROCESO.pdf%20Julio%2027%206%20:59
http://www.icdp.org.co/esp/descargas/cgp/PROYECTO_CODIGO_GENERAL_DEL_PROCESO.pdf%20Julio%2027%206%20:59


-Expedición o renovación del pasaporte. 

-Adquirir  tarjetas de crédito. 

-Comprar bienes vehículos automotores o inmuebles. 

 

Prohibición de salida del país.   

Las restricciones se mantendrán hasta tanto se levante la medida cautelar al 

deudor alimentario por estar a paz y salvo con la prestación alimentaria. 

Se debe aclarar que la página del listado de deudores morosos alimentarios, es 

información de carácter público, o sea que cualquier persona natural puede tener acceso 

a ella. 

 

4.1.2 Efectos Jurídicos 

Para que surtan los efectos jurídicos, se sugiere  modificar el código sustantivo 

del trabajo en los artículos relacionados con los descuentos legales  permitidos del 

empleador hacia el trabajador, bajo la siguiente propuesta: 

Todo empleador deberá consultar la página electrónica de la oficina de sistemas 

adscrita al ministerio del interior y de justicia, antes de contratar a un trabajador a  fin de 

verificar si éste se encuentra reportado como deudor alimentario moroso. Sí resultare 

que el candidato al empleo en el sector  público o privado  tiene obligaciones 

alimentarias pendientes, el empleador o el nominador le podrá contratar, pero  requerirá 

al trabajador o empleado  que dentro del término máximo e improrrogable de diez (10) 

días se ponga al día en el cumplimiento total de la  obligación alimentaria o que acredite 

con constancia expedida por el Juez correspondiente que en el momento se encuentra al 

día en el cumplimiento periódico de sus obligaciones alimentarias. Si  vencido el 

término arriba señalado,  el obligado alimentante no allega  la constancia  solicitada por  

el  empleador  o nominador, y además éste  constata que aún se halla reportado como 

deudor alimentario moroso, deberá retener y poner a disposición de la autoridad judicial 

correspondiente, el monto de la cuota alimentaria allí mencionada y de ser necesario, 

por el monto de la obligación, la retención se hará en la proporción establecida en el 

Código Sustantivo del Trabajo respecto de embargo de pensiones alimenticias, no solo 

en cuanto a salarios, sino también respecto de las prestaciones sociales (Arts. 156, y 344 

num.2 del C.S.T.), hasta cuando se dé total satisfacción a la obligación alimentaria  

pendiente. 



En consecuencia y para que resulte aplicable esta medida, deberá efectuarse una 

modificación a los artículos 59 numeral 1, y 149  del C.S.T. incluyéndose el descuento 

realizado por el empleador o nominador respectivo, dentro de las excepciones a que se 

refieren estas disposiciones legales respecto de descuentos prohibidos; y 

simultáneamente deberá incluirse tal atribución del empleador o nominador dentro del 

listado de descuentos permitidos señalado en el artículo 150 del C.S.T. 

“DESCUENTOS PERMITIDOS. Son permitidos los descuentos y retenciones por 

conceptos de cuotas sindicales y de cooperativas y cajas de ahorro, autorizadas en forma 

legal; de cuotas con destino al seguro social obligatorio, y de sanciones disciplinarias 

impuestas de conformidad con el reglamento del trabajo debidamente aprobado.”   

 En ese orden de ideas  con voluntad legislativa proactiva se pretende   que  a 

futuro sean favorecidos sus beneficiarios alimentarios, niños y adolescentes.  

Finalmente contémplese la posibilidad de hacer extensiva la presente propuesta 

legal administrativa  a todos los beneficiarios del derecho de  alimentos, que reclaman 

justicia  respecto de aquella  prestación que están  relacionados en  el artículo 4113 del 

código civil colombiano, y  a quienes también llegaren a tener desmedro del derecho en 

mención y se halle en una  unión marital, conformada por parejas  bien sea heterosexual  

u homosexual.  

 

 
3 TAFUR, GONZALEZ Álvaro. Código Civil. Leyer .Bogotá D.C. Trigésima edición. Colombia, 2.011. 

Opcit. Art. 411  

 



Conclusión 

 

• La  concepción constitucional de la familia no ha de ser un mero enunciado 

exegético, toda vez que la familia  como célula constructora de sociedad, está llamada a 

cumplir unas misiones garantistas del bienestar, armonía y estabilidad de sus miembros.   

Hacemos énfasis en que la familia si bien no es persona jurídica, es regulada por el 

derecha  positivo, y tiene como titulares de los derechos fundamentales a sus 

integrantes, quienes entre sí deben posibilitar la realización efectiva  de éstos o  de lo 

contrario acudir a los mecanismos de protección estatal para procurárselos. 

• Los miembros de la comunidad doméstica que requieren mayor atención, 

amor, asistencia, alimentación, prohijamiento especial, legal y constitucional, dada su 

debilidad sicofísica son los niños y adolescentes. De ahí que el estado Colombiano  

como social y de derecho debe entrar a proteger la dignidad  de niños y adolescentes, 

reconociéndoles que son  personas titulares de derechos y obligaciones. Los poderes 

ejecutivo, judicial y legislativo colombianos, deben orientar sus mecanismos, sus 

políticas públicas  para que se ejecute el mandato constitucional de protección de las 

familias  y de los derechos de sus integrantes.  

• Este ensayo pretendió demostrar que hay desprotección alimentaria en 

Colombia, para niños y adolescentes. Que los principios de solidaridad, familiar 

alimentaria, prevalencia del derecho fundamental a los alimentos  para niños y jóvenes, 

están lejos de cumplir la finalidad por la cual se crearon. Aunado a lo anterior está la 

dura realidad de la congestión en los despachos judiciales, que no resuelven  

prontamente los procesos por alimentos. 

• Al hacerse exposición del mecanismo de protección familiar creado por la ley 

311 de 1996  es lamentable  la acción nugatoria de  su  aplicación,  si  la  evaluamos  

que fue un retroceso  al proteccionismo del derecho fundamental de alimentación, en 

detrimento de la población infantil y juvenil; futuro  promisorio de este Estado  

incluyente. Hubiera sido un mecanismo administrativo que  exhortaría al deudor 

alimentario a ponerse al día en el pago de cuotas alimentarias so pena de ser reportado 

en el registro de deudores alimentarios y tener que asumir las consecuencias legales  

adversas  ya expuestas.  Es de reiterar que por la  inaplicabilidad del registro 

consecuencia del fallo constitucional se frenó una viabilidad garante del derecho 

fundamental  y prevalente de los alimentos para niños y adolescentes, frente  a las 



falencias de los actuales mecanismo judiciales previstos para atender la problemática  

alimentaria 

• Y es entonces como  urge  instar  al congreso  de la república para que legisle 

en la creación de un mecanismo legal administrativo aplicable a padres deudores 

alimentarios morosos en Colombia; y de este modo coadyuvar en la solución de la 

problemática alimentaria  a favor de niños y adolescentes desamparados para que 

alcancen la satisfacción del derecho de alimentos y su consiguiente desarrollo integral.   
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